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LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 
DECRETA: 

LEY DEL SISTEMA DE ESTADÍSTICA NACIONAL 

CAPÍTULO 1 
OBJETO, ALCANCE Y DEFINICIONES 

ARTÍCULO 1- Objeto 

La presente ley tiene por objeto regular el Sistema de Estadística Nacional, las 
instituciones que lo componen, fijar las normas básicas para su adecuada 
coordinación y la obtención de información que permita el desarrollo estadístico de 
manera veraz y oportuna. 

ARTÍCULO 2- Ámbito de aplicación 

Las disposiciones de la presente ley serán aplicables a las instituciones del 
Sistema de Estadística Nacional y a los informantes, según se definen en el 
artículo 3 de la presente ley. 

ARTÍCULO 3- Definiciones y acrónimos 

Para efectos de esta normativa se establecen las siguientes definiciones y 
acrónimos. 

Definiciones: 

a) Dato estadístico: valor cuantitativo de un conjunto específico respecto a
una variable, con referencia de tiempo y espacio.

b) Base de datos innominada: arreglo matricial de microdatos en medios
computacionales, en la cual no se incluyen los datos de identificación de las
unidades de estudio.

c) Directorio de unidades estadísticas institucionales: listado de
establecimientos económicos, empresas, fincas agropecuarias u otras clases de
unidades institucionales, elaborado con el objetivo de conformar un marco
muestra! que permita seleccionar las muestras representativas para la realización
de encuestas, y para obtener y publicar estadísticas sobre la demografía de las
unidades y sus características.





















































1 vez.—Solicitud N° 1-2019.—O. C. N° 9010900057.—( L9694-IN2019352518 ).



AUTORIZACIÓN EMISIÓN DE TÍTULOS VALORES EN EL MERCADO 
INTERNACIONAL Y CONTRATACIÓN DE LINEAS DE CRÉDITO 

EXPEDIENTE N° 21.201 

DICTAMEN UNÁNIME AFIRMATIVO 

Los suscritos Diputados y Diputados, miembros de la Comisión Permanente Ordinaria 
de Asuntos Económicos, presentamos el siguiente Dictamen Afirmativo Unánime sobre 
el proyecto AUTORIZACIÓN EMISIÓN DE TÍTULOS VALORES EN EL MERCADO 
INTERNACIONAL Y CONTRATACIÓN DE LÍNEAS DE CRÉDITO, Expediente N.° 
21201, iniciativa del Poder Ejecutivo, publicado en la Gaceta N.° 12  Alcance N.° 12- del 
17 de enero de 2019 con base en las siguientes consideraciones: 

I) RESUMEN DEL PROYECTO

El proyecto de ley N.° 21201 “Autorización Emisión de Títulos Valores en el Mercado 
Internacional y Contratación de Líneas de Crédito”, según la iniciativa del Poder 
Ejecutivo pretende fortalecer las condiciones económicas y la posición fiscal de Costa 
Rica busca, mejores, mayores controles y recuperación de la estabilidad en las finanzas 
públicas. Así, el Gobierno 2018-2021 está implementando un conjunto de medidas que 
buscan promover el crecimiento económico del país. 

En la exposición de motivos del proyecto ley se exponen algunas de las medidas 
implementadas por el Gobierno en procura del fortalecimiento de las finanzas públicas, 
entre ellas se mencionan:  

• La contención del gasto del 2018 (se congeló el pago del valor de incentivos
profesionales de empleados públicos, se implementaron incrementos salariales
nominales y la disminución en el uso de plazas vacantes y recortes de algunas
partidas presupuestarias).

• La disminución del gasto proyectado para el 2019 a través del presupuesto
ordinario para ese año.

• La aprobación de la Ley N.° 9635, Fortalecimiento de las finanzas públicas.

Como un cuarto paso a seguir por el Gobierno, se expone en el proyecto de ley la 
emisión de deuda en los mercados internacionales por un monto de hasta US$6000 
millones (seis mil millones de dólares), o su equivalente en cualquier otra moneda, lo 
que, según exponen le permitiría al país acceder a una fuente alterna de financiamiento 
para no competir por los recursos en el mercado doméstico.  

PROYECTOS



Este proyecto de ley se plantea como una herramienta para mejorar la gestión de la 
deuda pública, así como para facilitar el fondeo del Gobierno en momentos en que se 
cuenta con mayores necesidades producto del aumento del déficit fiscal, 
adicionalmente, indican que se da posibilidad de disminuir los costos de la deuda 
pública y disminuir la presión sobre las tasas de interés en el mercado local, por lo que 
también se incentivará a la producción nacional.  

II) DEL TRÁMITE LEGISLATIVO

➢ El 20 de diciembre de 2018 se presenta a la Asamblea Legislativa la iniciativa por
parte del Poder Ejecutivo.

➢ El 17 de enero de 2019 fue publicado en el Diario Oficial La Gaceta N.° 12
Alcance N.° 12.

➢ El 24 de enero de 2019 fue remitido y recibido por la Comisión Permanente
Ordinaria de Asuntos Económicos para iniciar el trámite correspondiente.

➢ El 28 de mayo de 2019 se le aprobó un texto sustitutivo y se Dictamina Afirmativo
Unánime

III) DEL PROCESO DE CONSULTA

ENTE 

CONSULTADO 

RESPUESTA 

Defensoría de los 
Habitantes 

Oficio DHH-DAEC-0181-2019 de fecha 05 de marzo de 2019 
Considera recomendable establecer algún tipo de responsabilidad en forma 
expresa para quién recomiende o apruebe una colocación incumpliendo alguno 
de los límites o requisitos que establece esta ley.  
Manifiesta acuerdo parcial y sugiere recomendaciones de mejora en materia de 
transparencia y rendición de cuentas planteadas en el presente documento.  

Procuraduría 
General de la 
República 

Oficio OJ-020-2019 de fecha 21 de febrero de 2019 
Indica, entre otras cosas, que no se determinan las condiciones bajo las cuales 
se podrían contratar instrumentos de derivados financieros como parte de la 
gestión de riesgo de las operaciones autorizadas en la ley. El proyecto no 
precisa las entidades en las que el Poder Ejecutivo podría contraer las líneas de 
crédito que autoriza, el plazo de la contratación, la tasa de interés, por cuántos 
años se pueden hacer uso de la línea de crédito y otras condiciones financieras.  

Ministerio de 
Hacienda 

Oficio DM-0186-2019 de fecha 18 de febrero de 2019 
Reafirma la importancia y el carácter de urgencia que tiene el proyecto que 
busca dotar al Ministerio de Hacienda de instrumentos que le permitan 
diversificar las fuentes de fondeo, reducir el costo de los recursos y mejorar 
notablemente la composición de la deuda pública. Indica en resumen que el 
objetivo del proyecto es velar por la optimización de la gestión de las finanzas 
públicas a través de una política de endeudamiento que promueva la 
diversificación de las fuentes de financiamiento que permitan al Ministerio de 
Hacienda conseguir los recursos de la forma más barata y con las mejores 
condiciones de plazo posibles.  

Tesorería Nacional Oficio TN-0239-2019 de fecha 13 de febrero de 2019 
Recomienda la aprobación del proyecto de ley.  

Dirección General de 
Presupuesto 
Nacional  

Oficio DGPN-SD-0064-2019 de fecha 12 de febrero de 2019. 
No encuentran objeción al proyecto en cuestión en los términos en que se 
encuentran redactados e indica que su pronta aprobación legislativa resulta de 
suma importancia.  



Dirección de Crédito 
y Público 

Oficio DCP-0065-2019 de fecha 13 de febrero de 2019 
Emite un criterio favorable para autorizar al Poder Ejecutivo para emitir títulos 
valores en el exterior, así como la contratación de líneas de crédito.  

Ministerio de 
Planificación 
Nacional y Política 
Económica  

Oficio DM-236-2019 de fecha 18 de febrero de 2019 
Se acoge a las disposiciones de interpretación del Ministerio de Hacienda 
señaladas en el oficio DM-0186-2019 por corresponderles directamente como 
materia.  

Consejo Nacional de 
Supervisión del 
Sistema Financiero 
(CONASSIF), 
Superintendencia 
General de 
Entidades 
Financieras 
(SUGEF), 
Superintendencia 
General de Valores 
(SUGEVAL) 

Oficio PDC-0019-2019, SGF-0495-2019 y C02/0/330 de fecha 15 de febrero de 
2019 
Indican que no encuentran ninguna objeción técnica para que se continúe con la 
tramitación.  

Superintendencia 
General de Seguros 
(SUGESE)   

Oficio SGS-0144-2019 de fecha 18 de febrero de 2019. 
Indica que el proyecto de ley no afecta las potestades que le otorga la Ley 
Nº8956 y que no cuentan con observaciones al proyecto. Indica que acogen los 
comentarios emitidos por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema 
Financiero PDC-0019-2019. 

Bolsa Nacional de 
Valores (BNV) 

Oficio G/034/2019 de fecha 15 de febrero de 2019 
Indican, entre otros aspectos que el endeudamiento internacional debe estar 
dirigido a atender la coyuntura actual más no a constituirse en una solución 
continua que implique riesgos adicionales futuros por lo que no debe constituirse 
en una carta en blanco, sino que debe ir acompañada de una propuesta de 
reordenamiento de la deuda pública y un programa transparente de emisiones 
de moneda local.  
Además indican que el techo de  725 puntos base sobre el bono del tesoro de 
Estados Unidos de América merece ser revisado. 

La Asociación 
Bancaria 
Costarricense (ABC) 

Oficio ABC-0007-2019 de fecha 13 de febrero 2019  
Indica que el fraccionamiento podría ser interpretado por las empresas 
calificadoras como un indicio negativo sobre la estabilidad de las finanzas 
públicas y la capacidad de las finanzas públicas y la capacidad del poder público 
de resolver los problemas que se han apuntado a lo largo de los años.  
Indican que el fraccionamiento podría tener efectos en la primera emisión que se 
autorice lo que podría afectar el precio en el mercado internacional.  

Academia de 
Centroamérica 

Oficio ACA-004-2019 de fecha 22 de enero de 2019 
Indica que no emiten opiniones al respecto de proyectos de esta naturaleza. 
Que son una asociación conformada por varios asociados y no cuentan con una 
posición oficial.  

Facultad de Ciencias 
Económicas 
Universidad de 
Costa Rica  

Oficio FCE-21-2019 de fecha 08 febrero de 2019. 
Hace las siguientes recomendaciones:  

• Que los títulos valores sean únicamente colocados en el mercado 
internacional.  

• Que solo es prudente aprobar la suma de $3000 millones por el período que 
resta de gobierno. 

• Que el monto total de la emisión sea por una única vez y no como 
mecanismo continuo.  

• Que se indique claramente que la moneda de la emisión será de dólares o 
euros. 

• Indicar que la tasa de interés será la tasa de interés de los bonos del tesoro 
de los Estados Unidos. 

• Indicar de manera clara qué se entiende por casos extraordinarios de 



escasa liquidez local y dificultades de flujo de caja. 

• Recomienda la contratación de 2 líneas de crédito internacionales a corto 
plazo separadas para diversificar el acreedor y las condiciones. 

 

 

 

 
 
IV) INFORME SERVICIOS TÉCNICOS 
 
El expediente cuenta con un Informe Jurídico emitido por Servicios Técnicos bajo el 
oficio AL-DEST-IJU-066-2019, de fecha 11 de marzo de 2019. 
 
En este informe se indica entre otros aspectos que la autorización para incurrir en 
financiamiento bajo la modalidad de corto plazo y bajo línea de crédito dispensando las 
respectivas autorizaciones institucionales que establece la ley, actualmente no tiene 
problema jurídico desde el punto de vista estrictamente formal o jurídico.  
 
Hacen observar que el Banco Central de Costa Rica, en atención a la especialidad de 
sus funciones, cuenta con una autorización similar para suscribir créditos de corto plazo 
o de flujos de capital necesarios para atender cuestiones propias de liquidez del giro 
normal de sus operaciones.  
 
También se emitió un informe económico AL-DEST- IEC-052-2019 de 23 de abril de 
2019, en el cual se cita lo siguiente: 
 
“De acuerdo con la información incluida en el Programa Macroeconómico 2019-2020 
del BCCR, se estima que para finales del 2018 el déficit financiero del Gobierno Central 
ascenderá a un 6,2 % del PIB1 (6,1 % en 2017) y la deuda del Gobierno Central 
alcanzaría el 53,6 % del PIB (48,7 % en 2017), situación, que de acuerdo con el Banco, 
resultaría insostenible en el mediano plazo para la economía costarricense.  
 
Por su parte, el déficit primario (que excluye el gasto en intereses) se estima en 2,4 % 
del PIB a finales del 2018, lo cual implica una reducción si se compara con el 3,0 % 
alcanzado en el 2017. Este resultado es reflejo del efecto de las medidas de contención 
del gasto adoptadas por el Ministerio de Hacienda, y de los resultados obtenidos con la 
amnistía tributaria contemplada en la reforma fiscal, Ley N.° 9635, aprobada en 
diciembre de 2018. A pesar de ello, la razón de la deuda del Gobierno a PIB creció en 
4.9 puntos porcentuales respecto al PIB.  
 
En cuanto a la situación financiera del Gobierno Central para el período 2019, el Banco 
Central proyecta un déficit financiero de un 6,2 % del PIB y 5,8 % en el año 2020. 
Además, se prevé que el déficit primario continuaría con una tendencia a la 
disminución, tal como sucedió en el 2018 al pasar a 2.1 % del PIB en el 2019 y 1.2 % 
del PIB en el 2020. Por su parte, la deuda del Gobierno Central alcanzaría el 57,7 % del 

                              
1 Programa Macroeconómico 2019-2020 



PIB en el 2019 y 60,4 % para el 2020. En el siguiente cuadro se pueden observar las 
estimaciones para el año 2018 y las proyecciones para 2019-2020. 

 
 

Cuadro N°1 
Banco Central 

Programa Macroeconómico 2019-2020 
Proyecciones macroeconómicas*/ 

 
 

 Promedio 
2012-2017 

2017 2018 2019 2020 

PIB (miles de millones de ¢)  33.015 34.691 37.441 39.755 

Crecimiento real (%)      

PIB 3,6 3,4 2,7 3,2 3,0 

Sector Público Global Reducido (% PIB)1/ 

Resultado Financiero -5,2 -5,3 -4,9 -5,5 -5,2 

Gobierno Central -5,5 -6,1 -6,0 -6,2 -5,8 

Resultado primario -2,8 -3,0 -2,4 -2,1 -1,2 

Resto SPNF 1,0 1,2 1,5 1,0 1,0 

BCCR -0,7 -0,4 -0,4 -0,3 -0,4 

Deuda Gobierno Central (% PIB) 2/ 40,6 48,7 53,6 57,7 60,4 
*/ Estimaciones 2018 y proyecciones 2019 -2020 
1/ Estimaciones del Banco Central de Costa Rica y Ministerio de Hacienda. 
2/ Estimación Modelo de Sostenibilidad Fiscal, Banco Central de Costa Rica. 
Fuente: Banco Central de Costa Rica, Ministerio de Hacienda e Instituto Nacional de Estadística y Censos 

 
Debe indicarse que, en las proyecciones anteriores el Banco toma en consideración los 
efectos de la Ley N.° 9635 aprobada el 3 de diciembre del 2018. Asimismo, suponen 
que el Gobierno tendría la posibilidad de colocar bonos de deuda en los mercados 
internacionales, en el bienio 2019-2020, hasta por $1.500 millones, cada año.  
 
Tómese en consideración que, de acuerdo con el análisis que realizó el Banco Central, 
la aprobación de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas N.° 9635 del 3 de 
diciembre del 2018 generará un rendimiento del 3,7 % del PIB al 2022, siendo que el 
impacto sería mayor aún en años subsiguientes1. Con esos rendimientos, el Gobierno 
lograría reducir rápidamente su déficit primario, hasta alcanzar un superávit a partir del 
año 2022. La razón de deuda de Gobierno a PIB alcanzaría su punto máximo hacia el 
2023 (alrededor de 65 % del PIB) y empezaría a descender a partir del 20242.  
 
Por su parte, en el Marco Fiscal Presupuestario de Mediano Plazo 2018-2022 elaborado 
por el Ministerio de Hacienda, en agosto del 2018 (previo a la aprobación del plan 
fiscal), se señala que la existencia de faltantes primarios recurrentes, imposibilitan el 
rompimiento de la espiral ascendente en la acumulación de deuda, con el consiguiente 
incremento en la carga de intereses para el Gobierno Central. 

                              
1 La estimación considera: (i) los rendimientos estimados por el Ministerio de Hacienda en IVA e impuesto sobre la 
renta; (ii) una recaudación por amnistía similar a la resultante en 2003; (iii) los efectos positivos del IVA sobre la 
recaudación del impuesto sobre la renta; y (iv) el impacto de la aplicación estricta de la regla fiscal. 
2 Supone que la tasa de interés implícita se mantiene en relación con el crecimiento económico. 
 



 
Aún bajo condiciones donde el desbalance primario se reduce en el tiempo, el 
incremento en los intereses es sustantivo y, por tanto, su impacto es determinante 
sobre el gasto total, pese a que, el resto de las erogaciones corrientes muestran una 
desaceleración, razón por la cual el resultado financiero muestra un deterioro sostenido 
y se mantiene sobre el 6,0 % del PIB hasta alcanzar en 2022 un -7,7 %, un nivel 
sumamente peligroso para el manejo adecuado de las finanzas públicas.  
 
En el citado documento se señala que los resultados evidencian que, en ausencia de 
recursos frescos para la hacienda pública, los esfuerzos de contención del gasto, 
incluso considerando incumplimientos de destinos legales y constitucionales como en el 
caso de educación, son insuficientes para revertir los desbalances primarios que 
empujan la deuda y los intereses al alza. El incremento del saldo de la deuda y del 
gasto por intereses, conlleva a que hoy en día el servicio de la deuda represente cerca 
de una tercera parte del presupuesto nacional. 
 
Múltiples son las razones del déficit fiscal que enfrenta el país, algunas son de carácter 
histórico, político y coyuntural, otras obedecen a elementos estructurales de la política 
fiscal. Entre las principales causas del déficit fiscal en Costa Rica, que han señalado, 
tanto la Contraloría General de la República como el Ministerio de Hacienda, se citan 
las siguientes: 
 
a) Destinos constitucionales y/o legales de los recursos del Presupuesto Nacional: 

educación (8 % del PIB), Poder Judicial (6% de los ingresos corrientes), PANI (7 % 
de lo recaudado en renta), entre otros. A lo anterior se agrega la rigidez del 
Presupuesto Nacional por la existencia de egresos tales como, pago de 
remuneraciones, transferencias, la atención del servicio de la deuda y el pago de 
pensiones con cargo al Presupuesto.  
 

b) Carga tributaria baja, de aproximadamente un 13,4 % del PIB, debido entre otros 
aspectos al alto nivel de evasión y elusión fiscal, la apertura comercial relacionada 
con la reducción de aranceles, la existencia de importantes exoneraciones; además 
del cambio en la estructura productiva del país, sobre todo en relación con el 
crecimiento de los servicios, los cuales no están sujetos a impuestos. 
 

c) Crecimiento desordenado de la institucionalidad (desconcentración) sin que ello 
mejore la eficiencia, además de un crecimiento acelerado de los salarios del Sector 
Público por la implementación de la política de percentil 50 provista en 2008-2010, 
que junto con los incentivos creó una brecha importante entre los salarios de 
sectores con ocupaciones similares. 
 

d) Aprobación de Leyes sin considerar el financiamiento requerido para atender los 
nuevos compromisos y promulgación de impuestos cuyo costo administrativo es 
similar a su recaudación, implicando gran complejidad (alto costo administrativo) y 
poco rendimiento. 
 



e) Escasa actualización informática por parte de la administración tributaria lo que ha 
limitado la aplicación de controles cruzados, así como dificultades para que los 
contribuyentes utilicen medios electrónicos para pagar impuestos. 
 

f) Circulo vicioso déficit – deuda pública. El financiamiento del déficit fiscal en los 
últimos años generó un conjunto de egresos por amortizaciones e intereses de la 
deuda pública, que a su vez implica un mayor endeudamiento para hacerle frente. 

 
Los persistentes déficits fiscales y el aumento de la deuda pública, hacen a la economía 
vulnerable a cambios bruscos en las condiciones del mercado financiero y a la 
confianza de los inversionistas. “ 
 
Con respecto al articulado el Informe Económico hace una descripción sobre el 
comportamiento de la deuda pública en el país: 

“2.2 Comportamiento de la Deuda Pública 
 
De acuerdo con las cifras del “Informe anual sobre el Estado y Evolución de la Deuda 
Pública Interna y Externa”, elaborado por la Dirección de Crédito Público del Ministerio 
de Hacienda, el saldo de la Deuda Pública1 al 31 de diciembre del 2018 alcanza los 
¢24.485.453,06 millones, mientras que a diciembre del 2017 alcanzó la suma de 
¢21.284.707,57 millones de colones, con lo cual su crecimiento fue de 15,04 % con 
respecto al 2017, lo que se originó principalmente por los resultados fiscales del 
Gobierno Central. En el siguiente gráfico se muestra la composición de la deuda por 
sector desde el año 2010 al 2018. 
 
 

 
Gráfico N°1 

Deuda Pública del SPNF y BCCR, por sector 2010-2018  
-en porcentajes a PIB– 

 

 
Fuente: Dirección de Crédito Público, Ministerio de Hacienda. 

 
 
 

                              
1 Comprende la Deuda del Sector Público No Financiero y Banco Central de Costa Rica (SPNF y BCCR)  



 
 
 
En el 2018 el saldo de la deuda pública bruta representó el 70,6 % del PIB, que, como 
se aprecia, presenta una   tendencia creciente, siendo que para el 2010 esta fue de 
41,9 % (en nueve años incrementó su relación deuda a PIB en aproximadamente 28,7 
puntos porcentuales). 
 
Por su parte, la deuda interna total crece un 13,26 % en el 2018 con respecto al año 
anterior, siendo 3,17 puntos porcentuales mayor que en el año 2017, debido 
principalmente al crecimiento de la deuda interna del Gobierno Central (16,85 % 
respecto al año anterior). El Banco Central alcanza una disminución del 1,49 % en el 
endeudamiento.   Por su parte el Resto del Sector Público No Financiero crece un 3,63 
%, en comparación con el saldo reportado durante el 2018. 
 
En cuanto a la deuda externa, ésta creció un 20,95 %, debido al endeudamiento 
externo del Gobierno Central, en razón de los desembolsos de los préstamos en 
ejecución, entre otros: a) préstamo “Programa de Infraestructura de Transporte BID 
3071/OC-CR” ingresaron 120 millones de dólares en diciembre, b) préstamo BIRF 
85930 del Programa del Seguro Universal, entre noviembre y diciembre ingresaron 120 
millones de dólares.  
 
Además, señala el informe de cita que, el saldo de la deuda del Banco Central fue de 
¢616,994.91 millones, lo cual representa una variación del 7738.17 % con respecto al 
período anterior producto del préstamo por 1.000,00 millones con el Fondo 
Latinoamericano de Reservas (FLAR), cuyo desembolso ingresó el 9 de marzo del 
2018.  
 
El Resto del Sector Público No Financiero (RSPNF) presenta un saldo de deuda por 
¢1,596,959.48 millones, representando una variación de 3,29 % debido a los préstamos 
de agencias bilateral principalmente por los desembolsos recibidos para el préstamo 
“Proyecto Geotérmico Las Pailas II (CR-P5)”. 
 
Sobre el tema de la deuda pública y específicamente la deuda del Gobierno Central, la 
Contraloría General de la República, en su reciente informe “Presupuestos Públicos 
2019: Situación y Perspectivas” nuevamente llama la atención sobre los niveles de 
endeudamiento que presenta el Gobierno Central, siendo que la proporción de la 
deuda/PIB del Gobierno en los últimos diez años ha pasado de 24,1 % en el 2008 a 
53,6 % en el 2018. El siguiente gráfico muestra la evolución de la deuda del Sector 
Público y del Gobierno Central para los años 2008 – 2018. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 



Gráfico N°2 
Sector Público 

Deuda como porcentaje del PIB, 2008-2018 
-porcentajes- 

 

 
Fuente: CGR con datos del SIPP, el SIGAF y el BCCR. 

 
El alto endeudamiento del Gobierno Central que se evidencia en el gráfico anterior, se 
traduce en un incremento en la carga financiera y en una presión para su 
financiamiento. Esta situación se torna aún más difícil para el Gobierno en el marco del 
cumplimiento de la regla fiscal, aprobada en diciembre del 2018 (Ley 9635)1, lo que 
requerirá un esfuerzo mayor de contención del gasto en otros rubros (como salarios, 
capacitaciones, programas sociales, educación, transferencias, entre otros), en aras de 
alcanzar la sostenibilidad de la deuda. 
 
2.3 Principales características de la Deuda Pública del Gobierno Central 
 
La Deuda Pública del Gobierno Central al 31 de diciembre del 2018 es de 
¢18,577,940.95 millones, de los cuales ¢14,831,813.15 millones corresponden a deuda 
interna y ¢3,746,127.79 millones a deuda externa. Respecto a diciembre 2017, la deuda 
presenta un aumento de ¢2,511,377.67 millones de colones equivalente a un 15.6 %; 
este aumento se origina principalmente en la deuda interna. En el siguiente cuadro se 
muestran las cifras correspondientes: 
 
 
 

Cuadro N°2 
Saldo Deuda Pública del Gobierno Central 

Por Tipo de Deuda 
Diciembre 2017 - Enero 2019 

Millones de colones y dólares 

                              
1 Ley N° 9635, Ley de Fortalecimiento de la Finanzas Públicas que en su Capítulo II, Título IV incorpora una regla fiscal 
para el Sector Público, que comprende 4 posibles escenarios en función del nivel de endeudamiento del Gobierno 
Central y el crecimiento del PIB, los cuales determinarán el porcentaje máximo de crecimiento del gasto corriente. 
Dicha regla regirá a partir del presupuesto del 2020, el cual inicia su fase de formulación en 2019. 
. 



Al 31/12/2017 Al 31/12/2018 Al 31/01/2019 

Colones Dólares Colones Dólares Colones Dólares 

Deuda Interna 12,692,640.18 22.248,66 14,831,813.15 24,319.63 14,992,095.12 24,466.50 

Deuda Externa 3,373,923.10 5.914,08 3,746,127.79 6,142.50 3,769,759.73 6,152.10 

Total Deuda Pública 16,066,563.28 28.162,74 18,577,940.95 30,462.13 18,761,854.86 30,618.60 
Fuente: Ministerio de Hacienda. Dirección de Crédito Público con base en la página: 
https://view.officeapps.live.com/op/view.aspx?src=https://www.hacienda.go.cr/docs/5c77f9239b8e6_Historico%20saldo%20de%20deuda.xlsx, 
pág. consultada el 1 abril de 2019 

A continuación, se muestra la evolución de la deuda total del Gobierno Central, de la 
deuda interna y externa como porcentaje del PIB para los últimos veintiún años, en 
donde se observa el importante crecimiento que se genera a partir del año 2009. 

Gráfico N°3 
Gobierno Central de Costa Rica  

Deuda Pública como Proporción del PIB 
(1998-2018 al 31 de Enero 2019) 

Fuente: Ministerio de Hacienda. Dirección de Crédito Público 

En el cuadro siguiente se presenta un detalle de las características de la deuda del 
Gobierno Central1, su perfil por tipo de moneda, tipo de instrumentos y plazos de 
colocación, entre otros aspectos, los cuales se proceden a comentar. 

1Con base en datos consultados en la página web el día 1 de abril 2019 
https://view.officeapps.live.com/op/view.aspx?src=https://www.hacienda.go.cr/docs/5c7ebc9472ce0_5c799f69131f2_
HISTORICO%20PERFIL%20%20Dic2018%20(2).xlsx ,  
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Cuadro N°3 
Perfil de la Deuda Pública del Gobierno Central de Costa Rica 

en millones de colones 
 

  Diciembre 2015 Diciembre 2016 Diciembre 2017 Diciembre 2018 

  Nominal Relativo Nominal Relativo Nominal Relativo Nominal Relativo 

DEUDA PÚBLICA 
  
12,000,835.04  100.0%  14,034,679.02  100.0%  16,066,563.28  100.0%  18,577,940.95  100.0% 

MONEDA                 

   Deuda ¢ 7,567,074.19  63.1% 8,727,534.92  62.2% 9,635,267.39  60.0% 10,892,057.86  58.6% 

   %PIB 25.8%   28.1%   29.5%   31.4%   

   Deuda US$ 4,385,210.52  36.5% 5,215,470.36  37.2% 6,328,865.62  39.4% 7,574,922.93  40.8% 

   %PIB 15.0%   16.8%   19.4%   21.8%   

   Deuda otras 
monedas 48,550.34  0.4% 91,673.74  0.7%   102,430.27  0.6% 110,960.16  0.6% 

   %PIB 0.2%   0.3%   0.3%   0.3%   

TIPO DE 
INSTRUMENTO                 

   Deuda Ajustable 1,348,517.91  11.2% 2,096,174.22  14.9% 3,391,560.41  21.1% 4,100,201.96  22.1% 

   %PIB 4.6%   6.8%   10.4%   11.8%   

   Deuda Fija 9,173,918.65  76.4% 10,702,412.82  76.3% 11,433,896.84  71.2% 13,283,255.76  71.5% 

   %PIB 31.3%   34.5%   35.0%   38.3%   

   Deuda Indexada 1,478,398.49  12.3% 1,236,091.98  8.8% 1,241,106.03  7.7% 1,194,483.23  6.4% 

   %PIB 5.0%   4.0%   3.8%   3.4%   

VENCIMIENTO                 

   Deuda < 1 año 1,827,133.46  15.2% 1,678,635.22  12.0% 2,343,294.69  14.6% 2,415,277.48  13.0% 

   %PIB 6.2%   5.4%   7.2%   7.0%   

   Deuda > 1 y < 5 
años 3,662,899.58  30.5% 4,494,993.05  32.0% 5,114,189.36  31.8% 7,397,782.33  39.8% 

   %PIB 12.5%   14.5%   15.7%   21.3%   

   Deuda > 5 años 6,510,802.01  54.3% 7,861,050.75  56.0% 8,609,079.24  53.6% 8,764,881.14  47.2% 

   %PIB 22.2%   25.3%   26.4%   25.3%   

                  

   ATR 7.10 años 6.65 años 5.83 años 5.30 años 

DEUDA PÚBLICA 12,000,835.04  100.0% 14,034,679.02  200.0% 16,066,563.28  300.0% 18,577,940.95  100.0% 

   %PIB 41.0%   45.2%   49.2%   53.6%   

   %Exportaciones 240.0%   246.2%   274.9%   266.0%   

   %Ingresos 
Corrientes 285.7%   307.7%   339.3%   377.2%   

   %Ingresos 
Tributarios 308.7%   336.7%   366.0%   406.8%   

   %Gastos Totales 193.7%   226.3%   237.5%   265.6%   

                  

Deuda Interna 9,039,699.82  75.3% 10,809,706.65  77.0% 12,692,640.18  79.0% 14,831,813.15  79.8% 

   %PIB 30.9%   34.8%   38.9%   42.8%   

   %Ingresos Corrientes 215.2%   237.0%   268.0%   301.1%   

   %Ingresos 
Tributarios 232.5%   259.4%   289.1%   324.8%   

   %Gastos Totales 145.9%   174.3%   187.6%   212.0%   

                  

Deuda Externa 2,961,135.22  24.7% 3,224,972.37  23.0% 3,373,923.10  21.0% 3,746,127.79  20.2% 

   %PIB 10.1%   10.4%   10.3%   10.8%   

   %Exportaciones 59.2%   56.6%   57.7%   53.6%   

   %Ingresos 
Corrientes 70.5%   70.7%   71.2%   76.1%   

   %Ingresos 
Tributarios 76.2%   77.4%   76.9%   82.0%   

   %Gastos Totales 47.8%   52.0%   49.9%   53.6%   

                  

PIB Corriente 29,281,361.82    31,044,148.16    32,668,769.18    34,691,057.20    

Variación real 3.50%   4.30%   3.20%   2.70%   



Exportaciones 4,999,961.63    5,699,614.92    5,843,529.07    6,985,450.98    

Ingresos Corrientes 4,199,967.00    4,561,222.90    4,735,623.95    4,925,246.29    

Ingresos Tributarios 3,887,872.00    4,167,739.80    4,390,059.37    4,567,131.64    

Gastos Totales 6,195,659.89    6,201,021.94    6,764,020.35    6,995,166.99    

                  

TC 537.81   556.44   570.49  609.87  
Nota: 
Se actualizan a partir del 2008 los datos de los ingresos totales, ingresos tributarios y gastos totales con el cuadro de Ingreso, Gasto 
y Financiamiento Preliminar de la STAP 
Se modifica el PIB Corriente a partir del 2012, tomando como referencia Año Base 2012 de BCCR. 
Dato del PIB al 01/02/2018 
Fuente: Ministerio de Hacienda. Dirección de Crédito Público con base en la página: 
https://view.officeapps.live.com/op/view.aspx?src=https://www.hacienda.go.cr/docs/5c7ebc9472ce0_5c799f69131f2_HISTORICO%20PERFIL%20%20Dic2018%
20(2).xlsx 

 
Es así, que para los legisladores que suscribimos el presente dictamen, que nos 
permite justificar las razones que tuvimos para dictaminar una autorización para la 
emisión de títulos valores en el mercado internacional y contratación de líneas de 
crédito hasta por $1.500 millones. 
 
Para comprender mejor este proyecto de ley dictaminado, se presenta un cuadro en el 
cual se señalan los cambios que se realizaron al texto base: 
 

EXPEDIENTE N.º 21201. AUTORIZACIÓN EMISIÓN DE TÍTULOS VALORES EN EL 
MERCADO INTERNACIONAL Y CONTRATACIÓN DE LÍNEAS DE CRÉDITO 

 
TEXTO BASE TEXTO DICTAMINADO 

ARTÍCULO 1-Autorización al Poder Ejecutivo 
para emitir títulos valores en el mercado 
internacional 
 
Se autoriza al Poder Ejecutivo, por medio del 
Ministerio de Hacienda, a emitir títulos valores 
para ser colocados en el mercado internacional, 
conforme a especificaciones de la presente ley 
con el fin de convertir deuda bonificada interna en 
externa y/o cancelar deuda externa. 
 

ARTÍCULO 1- Autorización al Poder Ejecutivo 
para emitir títulos valores en el mercado 
internacional 
 
Se autoriza al Poder Ejecutivo, por medio del 
Ministerio de Hacienda, a emitir títulos valores 
para ser colocados en el mercado internacional, 
conforme a especificaciones de la presente ley 
con el fin de convertir deuda bonificada interna en 
externa y/o cancelar deuda externa para mejorar 
las condiciones en términos de plazo y/o tasa 
de interés efectiva respecto de la deuda que 
se estaría cancelando con esos recursos. 
 
Con dicho fin, realizadas las respectivas 
colocaciones, el Ministerio de Hacienda 
deberá reportar a la Asamblea Legislativa y a 
la Contraloría General de la República, un 
Estado de Origen y Aplicación de los fondos, 
señalando expresamente las emisiones de 
deuda interna y/o externa que se cancelan con 
dichos recursos. 
 
El Banco Central de Costa Rica deberá 
garantizar que las conversiones de moneda 
que se realizan con esos recursos y, con los 
créditos de apoyo presupuestario que se 
negocien con organismos multilaterales de 
financiamiento, no generen distorsiones en la 
fijación del tipo de cambio. 

https://view.officeapps.live.com/op/view.aspx?src=https://www.hacienda.go.cr/docs/5c7ebc9472ce0_5c799f69131f2_HISTORICO%20PERFIL%20%20Dic2018%20(2).xlsx
https://view.officeapps.live.com/op/view.aspx?src=https://www.hacienda.go.cr/docs/5c7ebc9472ce0_5c799f69131f2_HISTORICO%20PERFIL%20%20Dic2018%20(2).xlsx


ARTÍCULO 2- Monto autorizado 
 
El monto autorizado en el artículo anterior es de 
hasta US $6.000 millones (seis mil millones de 
dólares) el cual podrá colocarse en dólares 
estadounidenses o su equivalente en cualquier 
otra moneda, durante los siguientes seis años 
después de aprobada esta ley. 
 
El monto máximo a ser colocado por año 
calendario no podrá exceder los US $1.500 
millones en los dos primeros años (mil quinientos 
millones de dólares estadounidenses) y de US 
$1.000 (mil millones de dólares estadounidenses) 
para los años restantes. 

ARTÍCULO 2- Monto autorizado 
 
El monto autorizado en el artículo anterior es de 
hasta US $1.500 millones (mil quinientos 
millones de dólares) el cual podrá colocarse en 
dólares estadounidenses o su equivalente en 
cualquier otra moneda, durante el siguiente año 
después de aprobada esta ley. 
 
Antes de realizar estas colocaciones en el 
mercado internacional, el Ministerio de 
Hacienda deberá haber presentado a la 
Asamblea Legislativa, los proyectos de ley 
conteniendo los contratos de apoyo 
presupuestario negociados con los 
organismos financieros multilaterales. 

ARTÍCULO 3- Autorización para reestructurar las 
colocaciones de títulos valores 
 
El Poder Ejecutivo podrá canjear, consolidar, 
convertir, renegociar y/o de cualquier otra forma 
reestructurar las colocaciones de títulos valores 
realizados en el mercado internacional.  Esto, 
siempre y cuando resulte en un beneficio para 
este tal y como, pero sin limitarse a, alargamiento 
de plazos, disminución en los riesgos financieros 
a los que se encuentra expuesto el portafolio de 
pasivos del Gobierno u otros que se generen 
dentro de la práctica internacional de gestión de 
la deuda. El monto de las operaciones de 
reestructuración que se lleven a cabo será 
independiente del monto autorizado en el artículo 
2 de esta ley. 
 
Adicionalmente, como parte de la gestión de 
riesgo de las operaciones autorizadas en esta ley, 
el Poder Ejecutivo podrá contratar instrumentos 
de derivados financieros. 

ARTÍCULO 3- Autorización para reestructurar las 
colocaciones de títulos valores 
 
El Poder Ejecutivo podrá canjear, consolidar, 
convertir, renegociar y/o de cualquier otra forma 
reestructurar las colocaciones de títulos valores 
realizados en el mercado internacional.  Esto, 
siempre y cuando resulte en un beneficio para 
este tal y como, pero sin limitarse a, alargamiento 
de plazos, disminución en los riesgos financieros 
a los que se encuentra expuesto el portafolio de 
pasivos del Gobierno u otros que se generen 
dentro de la práctica internacional de gestión de 
la deuda. Esta autorización no aplica para las 
emisiones realizadas conforme a la Ley 9070 
Emisión de Títulos Valores en el Mercado 
Internacional del 4 de setiembre de 2012, la 
cual estable la regulación correspondiente 
para dichas emisiones. 
 
El monto de las operaciones de 
reestructuración que se lleven a cabo será 
independiente del monto autorizado en el 
artículo 2 de esta ley. 
 
Adicionalmente, como parte de la gestión de 
riesgo de las operaciones autorizadas en esta ley, 
el Poder Ejecutivo podrá contratar instrumentos 
de derivados financieros. 

ARTÍCULO 4- Tasas de interés y plazos de 
vencimiento 
 
El rendimiento de los títulos autorizados por esta 
ley no podrá ser mayor al rendimiento de 
mercado de los bonos del Tesoro de Estados 
Unidos de América de un plazo similar al plazo de 
la colocación que se quiere realizar más 725 
puntos base o su equivalente en relación con la 
moneda de emisión. Este rendimiento máximo 
autorizado incluye todos los costos asociados a la 
emisión. 
 

ARTÍCULO 4- Tasas de interés y plazos de 
vencimiento 
 
El rendimiento de los títulos autorizados por esta 
ley no podrá ser mayor al rendimiento de 
mercado de los bonos del Tesoro de Estados 
Unidos de América de un plazo similar al plazo de 
la colocación que se quiere realizar más 625 
puntos base o su equivalente en relación con la 
moneda de emisión. Este rendimiento máximo 
autorizado incluye todos los costos asociados a la 
emisión. 
 



Asimismo, los plazos de vencimiento habrán de 
ubicarse con un mínimo de cinco años.  Las 
demás características de los bonos las podrá fijar 
el Gobierno de acuerdo con las sanas prácticas 
bursátiles en la materia. 
En el caso de las operaciones a que refiere el 
artículo 3 de la presente ley, estas podrían 
realizarse, por su valor facial, con un premio o 
descuento sobre este, cuando las circunstancias 
así lo ameriten, previo criterio de la Dirección de 
Crédito Público del Ministerio de Hacienda.  Si por 
alguna razón ante una operación de este tipo se 
aumenta el total de la deuda pública, la diferencia 
se reducirá del monto autorizado en el artículo 2.  
Independientemente que los títulos se coloquen 
con prima o descuento, el rendimiento al 
vencimiento con el cual serán vendidos no podrá 
superar las condiciones máximas de tasas de 
interés definidas en esta ley. 

Asimismo, los plazos de vencimiento habrán de 
ubicarse con un mínimo de cinco años.  Las 
demás características de los bonos las podrá fijar 
el Gobierno de acuerdo con las sanas prácticas 
bursátiles en la materia. 
En el caso de las operaciones a que refiere el 
artículo 3 de la presente ley, estas podrían 
realizarse, por su valor facial, con un premio o 
descuento sobre este, cuando las circunstancias 
así lo ameriten, previo criterio de la Dirección de 
Crédito Público del Ministerio de Hacienda.  Si por 
alguna razón ante una operación de este tipo se 
aumenta el total de la deuda pública, la diferencia 
se reducirá del monto autorizado en el artículo 2.  
Independientemente que los títulos se coloquen 
con prima o descuento, el rendimiento al 
vencimiento con el cual serán vendidos no podrá 
superar las condiciones máximas de tasas de 
interés definidas en esta ley. 

ARTÍCULO 5- Autorización de formalización de 
las operaciones de financiamiento internacionales 
 
Se autoriza al Ministerio de Hacienda para que, 
en representación del Poder Ejecutivo, suscriba 
los contratos, los convenios, las garantías y otros 
documentos para la formalización de las 
operaciones de financiamiento internacional 
autorizadas en esta ley y/o realizar todas las 
acciones requeridas conforme a la práctica 
internacional para ejecutarlas, incluyendo las 
actuaciones necesarias durante el plazo de 
vigencia de los títulos valores. 

ARTÍCULO 5- Autorización de formalización de 
las operaciones de financiamiento internacionales 
 
Se autoriza al Ministerio de Hacienda para que, 
en representación del Poder Ejecutivo, suscriba 
los contratos, los convenios, las garantías y otros 
documentos para la formalización de las 
operaciones de financiamiento internacional 
autorizadas en esta ley y/o realizar todas las 
acciones requeridas conforme a la práctica 
internacional para ejecutarlas, incluyendo las 
actuaciones necesarias durante el plazo de 
vigencia de los títulos valores. 

ARTÍCULO 6- Contratación de la colocación y el 
servicio de los títulos  
 
Se autoriza al Ministerio de Hacienda para que, 
en representación del Poder Ejecutivo, contrate la 
colocación, el servicio de los títulos que esta ley 
autoriza emitir y realice todos los pagos que 
durante la vigencia de los títulos valores se 
requieran realizar conforme a la práctica 
internacional.  Estos contratos no estarán sujetos 
a los procedimientos ordinarios de emitir valores, 
así como tampoco estarán sujetos a los 
procedimientos ordinarios de concurso 
establecidos en la Ley de Contratación 
Administrativa, N.° 7494, de 2 de mayo de 1995, y 
sus reformas, sin embargo deberá regirse por 
todos los principios y parámetros constitucionales 
que rigen la actividad contractual del Estado. 
 
El procedimiento que se utilizará será el del 
concurso internacional, el cual deberá contemplar 
como mínimo lo siguiente: 
 
1- El Ministerio de Hacienda, de previo a 
realizar la colocación de los títulos deberá 
constituir una comisión de calificación y selección, 

ARTÍCULO 6- Contratación de la colocación y el 
servicio de los títulos  
 
Se autoriza al Ministerio de Hacienda para que, 
en representación del Poder Ejecutivo, contrate la 
colocación, el servicio de los títulos que esta ley 
autoriza emitir y realice todos los pagos que 
durante la vigencia de los títulos valores se 
requieran realizar conforme a la práctica 
internacional.  Estos contratos no estarán sujetos 
a los procedimientos ordinarios de emitir valores, 
así como tampoco estarán sujetos a los 
procedimientos ordinarios de concurso 
establecidos en la Ley de Contratación 
Administrativa, N.° 7494, de 2 de mayo de 1995, y 
sus reformas, sin embargo deberá regirse por 
todos los principios y parámetros constitucionales 
que rigen la actividad contractual del Estado. 
 
El procedimiento que se utilizará será el del 
concurso internacional, el cual deberá contemplar 
como mínimo lo siguiente: 
 
1- El Ministerio de Hacienda, de previo a 
realizar la colocación de los títulos deberá 
constituir una comisión de calificación y selección, 



en la cual deberá participar el Ministro de 
Hacienda. 
 
2- Esta comisión deberá establecer 
previamente los criterios para la selección de la 
mejor oferta, criterios que deberán tener en 
cuenta las mejores prácticas del mercado de 
colocación de bonos a nivel internacional.  
Asimismo, esta comisión deberá establecer 
previamente la forma de la evaluación y 
puntuación que dará a cada criterio, teniendo en 
cuenta también las mejores prácticas del mercado 
a nivel internacional para la colocación de esos 
bonos. 
 
3- Una vez cumplido con lo anterior, 
procederá a realizar la invitación a bancos -que 
cuenten con calificación de riesgo de largo plazo 
mínima de A, o de A3 con calificación de grado de 
inversión-, mediante publicación en un medio 
electrónico de información internacional y 
mediante la página web del Ministerio de 
Hacienda y del Banco Central de Costa Rica. 
 
4- Conjuntamente con lo anterior, el 
Ministerio de Hacienda podrá enviar invitación en 
forma directa, a un máximo de diez bancos 
internacionales de primer nivel para que 
presenten ofertas. 
 
5- La comisión realizará un proceso de 
preselección de las mejores ofertas, respetando 
los criterios previamente establecidos y escogerá, 
de entre los bancos preseleccionados, la oferta 
con las mejores condiciones del mercado de 
colocación de bonos a nivel internacional. 
 
Este procedimiento de selección deberá aplicarse 
por lo menos cada dos años. Cuando no se 
realice, el Ministerio de Hacienda deberá invitar, 
como mínimo, a los bancos preseleccionados en 
el concurso del año anterior. 

en la cual deberá participar el Ministro(a) de 
Hacienda. 
 
2- Esta comisión deberá establecer 
previamente los criterios para la selección de la 
mejor oferta, criterios que deberán tener en 
cuenta las mejores prácticas del mercado de 
colocación de bonos a nivel internacional.  
Asimismo, esta comisión deberá establecer 
previamente la forma de la evaluación y 
puntuación que dará a cada criterio, teniendo en 
cuenta también las mejores prácticas del 
mercado a nivel internacional para la colocación 
de esos bonos. 
 
3- Una vez cumplido con lo anterior, 
procederá a realizar la invitación a bancos -que 
cuenten con calificación de riesgo de largo plazo 
mínima de A, o de A3 con calificación de grado 
de inversión-, mediante publicación en un medio 
electrónico de información internacional y 
mediante la página web del Ministerio de 
Hacienda y del Banco Central de Costa Rica. 
 
4- Conjuntamente con lo anterior, el 
Ministerio de Hacienda podrá enviar invitación en 
forma directa, a un máximo de diez bancos 
internacionales de primer nivel para que 
presenten ofertas. 
 
5- La comisión realizará un proceso de 
preselección de las mejores ofertas, respetando 
los criterios previamente establecidos y escogerá, 
de entre los bancos preseleccionados, la oferta 
con las mejores condiciones del mercado de 
colocación de bonos a nivel internacional. 
 
Este procedimiento de selección deberá aplicarse 
por lo menos cada dos años. Cuando no se 
realice, el Ministerio de Hacienda deberá invitar, 
como mínimo, a los bancos preseleccionados en 
el concurso del año anterior. 

ARTÍCULO 7- Otras contrataciones 
 
Se autoriza al Ministerio de Hacienda con el fin de 
que, en representación del Poder Ejecutivo, 
efectúe las contrataciones requeridas según la 
práctica internacional para colocar los títulos 
autorizados en los artículos 1 y 2 de esta ley, y 
las operaciones autorizadas en el artículo 3 de 
esta ley.  Estos contratos incluyen al menos los 
de agente fiscal, agente de registro, agente de 
pago, agente de transferencia, casa impresora, 
asesores legales internacionales así como los 
servicios de calificación de riesgo del país y 
calificación de la emisión. 
 
Las contrataciones serán directas y no se 

ARTÍCULO 7- Otras contrataciones 
 
Se autoriza al Ministerio de Hacienda con el fin de 
que, en representación del Poder Ejecutivo, 
efectúe las contrataciones requeridas según la 
práctica internacional para colocar los títulos 
autorizados en los artículos 1 y 2 de esta ley, y 
las operaciones autorizadas en el artículo 3 de 
esta ley.  Estos contratos incluyen al menos los 
de agente fiscal, agente de registro, agente de 
pago, agente de transferencia, casa impresora, 
asesores legales internacionales, así como los 
servicios de calificación de riesgo del país y 
calificación de la emisión. 
 
Las contrataciones serán directas y no se 



sujetarán a los procedimientos ordinarios de 
concurso dispuestos en la Ley de Contratación 
Administrativa, N.° 7494, de 2 de mayo de 1995, y 
sus reformas, pero deberán respetar todos los 
principios y parámetros constitucionales que rigen 
la actividad contractual del Estado. 

El procedimiento para la contratación se regirá al 
menos por lo siguiente: 

1- El Ministerio de Hacienda mediante la
comisión indicada en el artículo anterior
establecerá los criterios mínimos para la
selección.  La comisión deberá tener en cuenta
las mejores prácticas internacionales en la
colocación de bonos. Asimismo, esta comisión
fijará previamente el procedimiento de evaluación
y ponderación asignada a cada criterio.

2- Una vez establecidos los criterios, el
procedimiento de evaluación y la ponderación
asignada, el Ministerio de Hacienda invitará a
participar publicitando el aviso del concurso
mediante un medio electrónico de información
internacional. Asimismo, el Ministerio podrá invitar
directamente a potenciales oferentes identificados
por el Ministerio de Hacienda con el fin de
promover la competencia y obtener las
condiciones más ventajosas para el país en
términos de calidad, técnica, experiencia y precio,
según las prácticas del mercado de colocación y
servicio de títulos a nivel internacional.

3- Recibidas las ofertas, el Ministerio de
Hacienda adjudicará el contrato al que obtenga el
mejor resultado en la calificación previamente
establecida.

Para cumplir con lo dispuesto en esta ley, la 
comisión de calificación y selección contará con 
un comité técnico asesor, que brindará todo tipo 
de asistencia y asesoría requerida en las áreas 
técnico-financiero. 

sujetarán a los procedimientos ordinarios de 
concurso dispuestos en la Ley de Contratación 
Administrativa, N.° 7494, de 2 de mayo de 1995, y 
sus reformas, pero deberán respetar todos los 
principios y parámetros constitucionales que rigen 
la actividad contractual del Estado. 

El procedimiento para la contratación se regirá al 
menos por lo siguiente: 

1- El Ministerio de Hacienda mediante la comisión
indicada en el artículo anterior establecerá los
criterios mínimos para la selección.  La comisión
deberá tener en cuenta las mejores prácticas
internacionales en la colocación de bonos.
Asimismo, esta comisión fijará previamente el
procedimiento de evaluación y ponderación
asignada a cada criterio.

2- Una vez establecidos los criterios, el
procedimiento de evaluación y la ponderación
asignada, el Ministerio de Hacienda invitará a
participar publicitando el aviso del concurso
mediante un medio electrónico de información
internacional. Asimismo, el Ministerio podrá invitar
directamente a potenciales oferentes identificados
por el Ministerio de Hacienda con el fin de
promover la competencia y obtener las
condiciones más ventajosas para el país en
términos de calidad, técnica, experiencia y precio,
según las prácticas del mercado de colocación y
servicio de títulos a nivel internacional.

3- Recibidas las ofertas, el Ministerio de Hacienda
adjudicará el contrato al que obtenga el mejor
resultado en la calificación previamente
establecida.

Para cumplir con lo dispuesto en esta ley, la 
comisión de calificación y selección contará con 
un comité técnico asesor, que brindará todo tipo 
de asistencia y asesoría requerida en las áreas 
técnico-financiero. 

ARTÍCULO 8- Presentación de informe de las 
operaciones de financiamiento internacionales 

Dentro de un mes posterior a la fecha de cierre de 
cada transacción, el Ministerio de Hacienda 
deberá enviar a la Comisión para el Control del 
Ingreso y el Gasto Públicos en la Asamblea 
Legislativa y a la Contraloría General de la 
República un informe detallado del proceso de 
colocación y/o reestructuración de la deuda y de 
sus costos, así como la justificación técnica de la 
tasa de interés pactada en función de las 
condiciones prevalecientes del mercado, donde 
se demuestren los ahorros y otros beneficios 

ARTÍCULO 8- Presentación de informe de las 
operaciones de financiamiento internacionales 

Dentro de un mes posterior a la fecha de cierre de 
cada transacción, el Ministerio de Hacienda 
deberá enviar a la Asamblea Legislativa y a la 
Contraloría General de la República un informe 
detallado del proceso de colocación y/o 
reestructuración de la deuda y de sus costos, así 
como la justificación técnica de la tasa de interés 
pactada en función de las condiciones 
prevalecientes del mercado, donde se 
demuestren los ahorros y otros beneficios 
obtenidos en dicho proceso. 



obtenidos en dicho proceso. 
 
La Contraloría General de la República como ente 
auxiliar de la Asamblea Legislativa coadyuvará en 
el análisis periódico de dichos informes.  

 
El informe deberá indicar los nombres de 
personas, puestos de bolsa y entidades 
públicas o privadas contratadas según los 
artículos 6 y 7 de esta ley, además la 
descripción y detalle de los montos pagados y 
su correspondiente justificación. 
 
La Contraloría General de la República como ente 
auxiliar de la Asamblea Legislativa coadyuvará en 
el análisis periódico de dichos informes.  

ARTÍCULO 9- Utilización de los recursos 
 
Cuando el Poder Ejecutivo utilice los recursos 
para disminuir el monto de deuda interna se 
deberá disminuir el monto de la emisión de bonos 
de deuda interna autorizado en el presupuesto de 
la República para el año correspondiente, en el 
mismo monto en que coloque los títulos 
autorizados por esta ley.  Para ello, mediante 
decreto ejecutivo, sustituirá los ingresos sin que 
pueda modificar el destino de los ingresos 
sustituidos aprobado en la ley de presupuesto del 
año respectivo, antes de publicar el decreto 
correspondiente. 

ARTÍCULO 9- Utilización de los recursos 
 
Al utilizar el Poder Ejecutivo los recursos para 
disminuir el monto de deuda interna deberá 
disminuir el monto de la emisión de bonos de 
deuda interna autorizado en el presupuesto de la 
República para el año correspondiente, en el 
mismo monto en que coloque los títulos 
autorizados por esta ley.  Para ello, presentará 
un Presupuesto Extraordinario en la Asamblea 
Legislativa mediante el cual sustituirá los 
ingresos sin que pueda modificar el destino de los 
ingresos sustituidos aprobado en la ley de 
presupuesto del año respectivo, ajustando el 
servicio de la deuda.  

ARTÍCULO 10- Exoneraciones 
 
Exonérense del pago de cualesquiera impuestos, 
tasas, contribuciones o derechos, a los actos 
requeridos para formalizar las operaciones 
autorizadas en los artículos 1, 2 y 3 de esta ley, 
así como la inscripción de esos documentos. 
 
Asimismo, se exoneran del pago de cualesquiera 
impuestos, tasas, contribuciones, derechos o 
retenciones, los pagos destinados a atender las 
obligaciones resultantes de la emisión y 
colocación de los títulos autorizados por la 
presente ley. 
 
En caso contrario se autoriza al Ministerio de 
Hacienda a realizar pagos adicionales en caso de 
que por efecto del pago de cualesquiera 
impuestos, tasas, contribuciones, derechos o 
retenciones, los pagos destinados a atender las 
obligaciones resultantes de la emisión y 
colocación de los títulos autorizados por la 
presente ley resulte inferior a lo originalmente 
pactado con los inversionistas. 

ARTÍCULO 10- Exoneraciones 
 
Exonérense del pago de cualesquiera impuestos, 
tasas, contribuciones o derechos, a los actos 
requeridos para formalizar las operaciones 
autorizadas en los artículos 1, 2 y 3 de esta ley, 
así como la inscripción de esos documentos. 
 
Asimismo, se exoneran del pago de cualesquiera 
impuestos, tasas, contribuciones, derechos o 
retenciones, los pagos destinados a atender las 
obligaciones resultantes de la emisión y 
colocación de los títulos autorizados por la 
presente ley. 
 
En caso contrario se autoriza al Ministerio de 
Hacienda a realizar pagos adicionales en caso de 
que por efecto del pago de cualesquiera 
impuestos, tasas, contribuciones, derechos o 
retenciones, los pagos destinados a atender las 
obligaciones resultantes de la emisión y 
colocación de los títulos autorizados por la 
presente ley resulte inferior a lo originalmente 
pactado con los inversionistas. 

ARTÍCULO 11- Garantías externas a las 
emisiones  
 
El Ministerio de Hacienda podrá contratar 
conforme a la práctica internacional garantías, 
avales e instrumentos similares, para las 
emisiones de títulos valores de deuda interna y 
externa, de acuerdo con las mejores prácticas 

ARTÍCULO 11- Garantías externas a las 
emisiones  
 
El Ministerio de Hacienda podrá contratar 
conforme a la práctica internacional garantías, 
avales e instrumentos similares, para las 
emisiones de títulos valores de deuda interna y 
externa, de acuerdo con las mejores prácticas 



internacionales, toda vez que implique un 
mejoramiento para las finanzas públicas.  Dichas 
contrataciones no se sujetarán a los 
procedimientos ordinarios de concurso dispuestos 
en la Ley de Contratación Administrativa, N.° 
7494. 

En consecuencia, se autoriza al Ministerio de 
Hacienda a suscribir los contratos 
correspondientes para este tipo de operaciones, 
incluyendo, entre otros, contratos de garantía, 
reembolso, contragarantías o similares, así como 
a dar cumplimiento a todas las obligaciones de 
pago que surjan a favor de las entidades que 
otorguen dichas garantías, ya sea en virtud de 
cualquiera de los contratos arriba mencionados o 
por subrogación en virtud de esta ley, siempre 
que dichas obligaciones de pago tengan términos 
y condiciones financieras similares a las de la 
respectiva emisión de valores.  Para la 
suscripción de los contratos que se requieran en 
virtud de la activación de las garantías no se 
requerirá la aprobación legislativa. 

internacionales, toda vez que implique un 
mejoramiento para las finanzas públicas.  Dichas 
contrataciones no se sujetarán a los 
procedimientos ordinarios de concurso dispuestos 
en la Ley de Contratación Administrativa, N.° 
7494. 

En consecuencia, se autoriza al Ministerio de 
Hacienda a suscribir los contratos 
correspondientes para este tipo de operaciones, 
incluyendo, entre otros, contratos de garantía, 
reembolso, contragarantías o similares, así como 
a dar cumplimiento a todas las obligaciones de 
pago que surjan a favor de las entidades que 
otorguen dichas garantías, ya sea en virtud de 
cualquiera de los contratos arriba mencionados o 
por subrogación en virtud de esta ley, siempre 
que dichas obligaciones de pago tengan términos 
y condiciones financieras similares a las de la 
respectiva emisión de valores.  Para la 
suscripción de los contratos que se requieran en 
virtud de la activación de las garantías no se 
requerirá la aprobación legislativa. 

ARTÍCULO 12- 

Salvo para la primera colocación en el mercado 
internacional, las posteriores colocaciones 
autorizadas en esta ley solamente se podrán 
realizar si el Ministerio de Hacienda mantiene 
estricto cumplimiento de las disposiciones en 
materia de crecimiento del gasto corriente 
contenidas en el capítulo II del título IV de la Ley 
N.° 9635, Ley de Fortalecimiento a las Finanzas 
Públicas, para la cual también aplicarán las 
causales de suspensión descritas en el artículo 
16 de la misma ley. 

ARTÍCULO 12- Obligaciones para Poder 
Ejecutivo. 

El Poder Ejecutivo deberá dar cuenta 
trimestralmente a la Asamblea Legislativa y a 
la Contraloría General de la República, del 
avance en el cumplimiento de las 
disposiciones de la Ley N.° 9635, Ley de 
Fortalecimiento a las Finanzas Públicas y el 
cumplimiento de las disposiciones pendientes 
contenidas en los informes de la Contraloría 
General de la República relativos a la 
Administración Tributaria. 

Rige a partir de su publicación 

ARTÍCULO 13- Autorización a contratar líneas de 
crédito. 

Se autoriza al Poder Ejecutivo, por medio del 
Ministerio de Hacienda en casos extraordinarios 
de escasa liquidez local y dificultades temporales 
en el flujo de caja a contratar líneas de crédito 
internacionales de corto plazo sin requerir 
aprobaciones o autorizaciones institucionales. 

El monto máximo anual a contratar es hasta de 
US $ 800 millones (ochocientos millones de 
dólares estadounidenses), el cual podrá ser en 
dólares estadounidenses o su equivalente en 
cualquier otra moneda; este monto no se 
encuentra comprendido dentro del máximo 
autorizado por año indicado en el artículo 2 de 
esta ley. 

En ningún caso podrá contratarse líneas de 



crédito si se presenta alguna de las siguientes 
situaciones: 
 
a) Los intereses pactados sobre los saldos 
deudores diarios la línea de crédito son a una 
tasa de interés en dólares superior a la Tasa Libor 
(o la referencia que se calcule en sustitución) a 
seis (6) meses más un margen del cuatro coma 
cero por ciento (4,0%), o su equivalente en otras 
monedas diferentes del dólar o en tasa fija. 
b) Los intereses moratorios sean superiores 
en un treinta por ciento (30%) de la tasa pactada 
para los intereses corrientes. 
c) Las comisiones por pagar, 
semestralmente, son superiores a lo que resulte 
de aplicar el dos por ciento (2%) del monto del 
financiamiento. 
 
Rige a partir de su publicación 

 
V) VOTACIÓN 

Por disposición expresa de la Constitución Política, tratándose de la competencia 
especial de autorización del crédito público en el exterior, este proyecto requiere de la 
mayoría calificada de dos tercios de los miembros de la Asamblea Legislativa para ser 
aprobado. 
 
VI) CONCLUSIÓN 
 
Después de analizar el Informe Jurídico y Económico de Servicios Técnicos, las 
respuestas a las consultas y audiencias, los razonamientos y el intercambio de criterios 
realizados entre todos los miembros de la comisión los firmantes hemos concluido que: 
 

1. Es claro que el Gobierno de la República requiere solventar los problemas de 
liquidez de corto plazo con un manejo inteligente y cuidadoso de la deuda. 

2. Que la autorización de colocación de deuda externa es uno de los mecanismos 
con que se cuenta en el Estado para cumplir con ese propósito, y el Gobierno de 
la República ha venido activando muchos de ellos, como los contratos de 
colocación, el canje de deuda, algunas tibias reformas a los principales 
disparadores del gasto como el empleo público, la aplicación de la regla fiscal, el 
aumento en los ingresos, etcétera.  Es decir, este es un esfuerzo para construir 
un conjunto de medidas que el Gobierno debe hacer transparente para ubicar 
esta autorización en el contexto más general. 

3. Esta autorización por $1.500 millones, no desconoce las necesidades de 
financiamiento, pero tampoco la necesidad de presentar y valorar los resultados 
y el balance general que la aplicación de las medidas de consolidación fiscal y de 
gestión de la deuda, a fin de conocer el impacto de ellas en el fortalecimiento 
hacendario. 

4. Así las cosas, el presente dictamen responde a un ejercicio coherente y 
responsable de los actores políticos para conseguir y formalizar puntos de 
encuentro. Es clara la situación financiera del Gobierno y es evidente la 



necesaria reactivación económica que se requiere, para alcanzar mejores niveles 
de recaudación, además de su relevancia para el bienestar general. 

5. Este dictamen es producto de un trabajo responsable en el trámite del 
Expediente N.° 21201 “Autorización Emisión de Títulos Valores en el Mercado 
Internacional y Contratación de Líneas de Crédito”. Damos la oportunidad al 
Gobierno para que restructure la deuda y avanzar en el control del déficit y el 
manejo eficiente y responsable de la deuda.  

6. También refleja una posición coherente, consensuada y transparente de la 
gestión de la deuda de parte de las distintas fracciones legislativas, conscientes 
de la situación de las finanzas públicas, pensado como responsables de la buena 
marcha de la administración y buscando que la gestión fiscal y del 
endeudamiento sea clara para la comunidad nacional. No se ha obstruido, pero 
se han resguardados estos principios en el trámite de este proyecto de Ley. 

7. Queremos ver planes claros de la ruta en materia hacendaria, y en el contexto de 
acciones complementarias a la medida acá autorizada, ver metas claras y 
resultados efectivos de esa agenda integral de atención de la sostenibilidad de 
las finanzas públicas. 

 
VII) RECOMENDACIÓN 
 
La Comisión recomienda que el proyecto de “AUTORIZACIÓN EMISIÓN DE TÍTULOS 
VALORES EN EL MERCADO INTERNACIONAL Y CONTRATACIÓN DE LÍNEAS DE 
CRÉDITO” Expediente N.° 21201, sea aprobado por el Plenario Legislativo con el 
siguiente texto: 
 



LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 

DECRETA: 

“Autorización emisión de títulos valores en el mercado internacional y 
contratación de líneas de crédito 

ARTÍCULO 1- Autorización al Poder Ejecutivo para emitir títulos valores en el 
mercado internacional 

Se autoriza al Poder Ejecutivo, por medio del Ministerio de Hacienda, a emitir títulos 
valores para ser colocados en el mercado internacional, conforme a especificaciones de 
la presente ley con el fin de convertir deuda bonificada interna en externa y/o cancelar 
deuda externa para mejorar las condiciones en términos de plazo y/o tasa de interés 
efectiva respecto de la deuda que se estaría cancelando con esos recursos. 

Con dicho fin, realizadas las respectivas colocaciones, el Ministerio de Hacienda deberá 
reportar a la Asamblea Legislativa y a la Contraloría General de la República, un Estado 
de Origen y Aplicación de los fondos, señalando expresamente las emisiones de deuda 
interna y/o externa que se cancelan con dichos recursos. 

El Banco Central de Costa Rica deberá garantizar que las conversiones de moneda que 
se realizan con esos recursos y, con los créditos de apoyo presupuestario que se 
negocien con organismos multilaterales de financiamiento, no generen distorsiones en 
la fijación del tipo de cambio. 

ARTÍCULO 2- Monto autorizado 

El monto autorizado en el artículo anterior es de hasta US $1.500 millones (mil 
quinientos millones de dólares) el cual podrá colocarse en dólares estadounidenses o 
su equivalente en cualquier otra moneda, durante el siguiente año después de 
aprobada esta ley. 

Antes de realizar estas colocaciones en el mercado internacional, el Ministerio de 
Hacienda deberá haber presentado a la Asamblea Legislativa, los proyectos de ley 
conteniendo los contratos de apoyo presupuestario negociados con los organismos 
financieros multilaterales. 

ARTÍCULO 3- Autorización para reestructurar las colocaciones de títulos valores 

El Poder Ejecutivo podrá canjear, consolidar, convertir, renegociar y/o de cualquier otra 
forma reestructurar las colocaciones de títulos valores realizados en el mercado 
internacional.  Esto, siempre y cuando resulte en un beneficio para este tal y como, pero 
sin limitarse a, alargamiento de plazos, disminución en los riesgos financieros a los que 
se encuentra expuesto el portafolio de pasivos del Gobierno u otros que se generen 
dentro de la práctica internacional de gestión de la deuda. Esta autorización no aplica 
para las emisiones realizadas conforme a la Ley 9070 Emisión de Títulos Valores en el 



Mercado Internacional del 4 de setiembre de 2012, la cual estable la regulación 
correspondiente para dichas emisiones. 
 
El monto de las operaciones de reestructuración que se lleven a cabo será 
independiente del monto autorizado en el artículo 2 de esta ley. 
 
Adicionalmente, como parte de la gestión de riesgo de las operaciones autorizadas en 
esta ley, el Poder Ejecutivo podrá contratar instrumentos de derivados financieros. 
 
ARTÍCULO 4- Tasas de interés y plazos de vencimiento 
 
El rendimiento de los títulos autorizados por esta ley no podrá ser mayor al rendimiento 
de mercado de los bonos del Tesoro de Estados Unidos de América de un plazo similar 
al plazo de la colocación que se quiere realizar más 625 puntos base o su equivalente 
en relación con la moneda de emisión. Este rendimiento máximo autorizado incluye 
todos los costos asociados a la emisión. 
 
Asimismo, los plazos de vencimiento habrán de ubicarse con un mínimo de cinco años.  
Las demás características de los bonos las podrá fijar el Gobierno de acuerdo con las 
sanas prácticas bursátiles en la materia. 
 
En el caso de las operaciones a que refiere el artículo 3 de la presente ley, estas 
podrían realizarse, por su valor facial, con un premio o descuento sobre este, cuando 
las circunstancias así lo ameriten, previo criterio de la Dirección de Crédito Público del 
Ministerio de Hacienda.  Si por alguna razón ante una operación de este tipo se 
aumenta el total de la deuda pública, la diferencia se reducirá del monto autorizado en 
el artículo 2.  Independientemente que los títulos se coloquen con prima o descuento, el 
rendimiento al vencimiento con el cual serán vendidos no podrá superar las condiciones 
máximas de tasas de interés definidas en esta ley. 
 
 
ARTÍCULO 5- Autorización de formalización de las operaciones de financiamiento 
internacionales 
 
Se autoriza al Ministerio de Hacienda para que, en representación del Poder Ejecutivo, 
suscriba los contratos, los convenios, las garantías y otros documentos para la 
formalización de las operaciones de financiamiento internacional autorizadas en esta ley 
y/o realizar todas las acciones requeridas conforme a la práctica internacional para 
ejecutarlas, incluyendo las actuaciones necesarias durante el plazo de vigencia de los 
títulos valores. 
 
ARTÍCULO 6- Contratación de la colocación y el servicio de los títulos  
 
Se autoriza al Ministerio de Hacienda para que, en representación del Poder Ejecutivo, 
contrate la colocación, el servicio de los títulos que esta ley autoriza emitir y realice 
todos los pagos que durante la vigencia de los títulos valores se requieran realizar 
conforme a la práctica internacional.  Estos contratos no estarán sujetos a los 
procedimientos ordinarios de emitir valores, así como tampoco estarán sujetos a los 



procedimientos ordinarios de concurso establecidos en la Ley de Contratación 
Administrativa, N.° 7494, de 2 de mayo de 1995, y sus reformas, sin embargo deberá 
regirse por todos los principios y parámetros constitucionales que rigen la actividad 
contractual del Estado. 

El procedimiento que se utilizará será el del concurso internacional, el cual deberá 
contemplar como mínimo lo siguiente: 

1- El Ministerio de Hacienda, de previo a realizar la colocación de los títulos deberá
constituir una comisión de calificación y selección, en la cual deberá participar el
Ministro(a) de Hacienda.

2- Esta comisión deberá establecer previamente los criterios para la selección de la
mejor oferta, criterios que deberán tener en cuenta las mejores prácticas del mercado
de colocación de bonos a nivel internacional.  Asimismo, esta comisión deberá
establecer previamente la forma de la evaluación y puntuación que dará a cada criterio,
teniendo en cuenta también las mejores prácticas del mercado a nivel internacional para
la colocación de esos bonos.

3- Una vez cumplido con lo anterior, procederá a realizar la invitación a bancos -que
cuenten con calificación de riesgo de largo plazo mínima de A, o de A3 con calificación
de grado de inversión-, mediante publicación en un medio electrónico de información
internacional y mediante la página web del Ministerio de Hacienda y del Banco Central
de Costa Rica.

4- Conjuntamente con lo anterior, el Ministerio de Hacienda podrá enviar invitación
en forma directa, a un máximo de diez bancos internacionales de primer nivel para que
presenten ofertas.

5- La comisión realizará un proceso de preselección de las mejores ofertas,
respetando los criterios previamente establecidos y escogerá, de entre los bancos
preseleccionados, la oferta con las mejores condiciones del mercado de colocación de
bonos a nivel internacional.

Este procedimiento de selección deberá aplicarse por lo menos cada dos años. Cuando 
no se realice, el Ministerio de Hacienda deberá invitar, como mínimo, a los bancos 
preseleccionados en el concurso del año anterior. 

ARTÍCULO 7- Otras contrataciones 

Se autoriza al Ministerio de Hacienda con el fin de que, en representación del Poder 
Ejecutivo, efectúe las contrataciones requeridas según la práctica internacional para 
colocar los títulos autorizados en los artículos 1 y 2 de esta ley, y las operaciones 
autorizadas en el artículo 3 de esta ley.  Estos contratos incluyen al menos los de 
agente fiscal, agente de registro, agente de pago, agente de transferencia, casa 
impresora, asesores legales internacionales, así como los servicios de calificación de 
riesgo del país y calificación de la emisión. 



Las contrataciones serán directas y no se sujetarán a los procedimientos ordinarios de 
concurso dispuestos en la Ley de Contratación Administrativa, N.° 7494, de 2 de mayo 
de 1995, y sus reformas, pero deberán respetar todos los principios y parámetros 
constitucionales que rigen la actividad contractual del Estado. 

El procedimiento para la contratación se regirá al menos por lo siguiente: 

1- El Ministerio de Hacienda mediante la comisión indicada en el artículo anterior
establecerá los criterios mínimos para la selección.  La comisión deberá tener en cuenta
las mejores prácticas internacionales en la colocación de bonos. Asimismo, esta
comisión fijará previamente el procedimiento de evaluación y ponderación asignada a
cada criterio.

2- Una vez establecidos los criterios, el procedimiento de evaluación y la ponderación
asignada, el Ministerio de Hacienda invitará a participar publicitando el aviso del
concurso mediante un medio electrónico de información internacional. Asimismo, el
Ministerio podrá invitar directamente a potenciales oferentes identificados por el
Ministerio de Hacienda con el fin de promover la competencia y obtener las condiciones
más ventajosas para el país en términos de calidad, técnica, experiencia y precio,
según las prácticas del mercado de colocación y servicio de títulos a nivel internacional.

3- Recibidas las ofertas, el Ministerio de Hacienda adjudicará el contrato al que obtenga
el mejor resultado en la calificación previamente establecida.

Para cumplir con lo dispuesto en esta ley, la comisión de calificación y selección contará 
con un comité técnico asesor, que brindará todo tipo de asistencia y asesoría requerida 
en las áreas técnico-financiero. 

ARTÍCULO 8- Presentación de informe de las operaciones de financiamiento 
internacionales 

Dentro de un mes posterior a la fecha de cierre de cada transacción, el Ministerio de 
Hacienda deberá enviar a la Asamblea Legislativa y a la Contraloría General de la 
República un informe detallado del proceso de colocación y/o reestructuración de la 
deuda y de sus costos, así como la justificación técnica de la tasa de interés pactada en 
función de las condiciones prevalecientes del mercado, donde se demuestren los 
ahorros y otros beneficios obtenidos en dicho proceso. 

El informe deberá indicar los nombres de personas, puestos de bolsa y entidades 
públicas o privadas contratadas según los artículos 6 y 7 de esta ley, además la 
descripción y detalle de los montos pagados y su correspondiente justificación. 

La Contraloría General de la República como ente auxiliar de la Asamblea Legislativa 
coadyuvará en el análisis periódico de dichos informes.  



ARTÍCULO 9- Utilización de los recursos 

Al utilizar el Poder Ejecutivo los recursos para disminuir el monto de deuda interna 
deberá disminuir el monto de la emisión de bonos de deuda interna autorizado en el 
presupuesto de la República para el año correspondiente, en el mismo monto en que 
coloque los títulos autorizados por esta ley.  Para ello, presentará un Presupuesto 
Extraordinario en la Asamblea Legislativa mediante el cual sustituirá los ingresos sin 
que pueda modificar el destino de los ingresos sustituidos aprobado en la ley de 
presupuesto del año respectivo, ajustando el servicio de la deuda.  

ARTÍCULO 10- Exoneraciones 

Exonérense del pago de cualesquiera impuestos, tasas, contribuciones o derechos, a 
los actos requeridos para formalizar las operaciones autorizadas en los artículos 1, 2 y 3 
de esta ley, así como la inscripción de esos documentos. 

Asimismo, se exoneran del pago de cualesquiera impuestos, tasas, contribuciones, 
derechos o retenciones, los pagos destinados a atender las obligaciones resultantes de 
la emisión y colocación de los títulos autorizados por la presente ley. 

En caso contrario se autoriza al Ministerio de Hacienda a realizar pagos adicionales en 
caso de que por efecto del pago de cualesquiera impuestos, tasas, contribuciones, 
derechos o retenciones, los pagos destinados a atender las obligaciones resultantes de 
la emisión y colocación de los títulos autorizados por la presente ley resulte inferior a lo 
originalmente pactado con los inversionistas. 

ARTÍCULO 11- Garantías externas a las emisiones 

El Ministerio de Hacienda podrá contratar conforme a la práctica internacional garantías, 
avales e instrumentos similares, para las emisiones de títulos valores de deuda interna 
y externa, de acuerdo con las mejores prácticas internacionales, toda vez que implique 
un mejoramiento para las finanzas públicas.  Dichas contrataciones no se sujetarán a 
los procedimientos ordinarios de concurso dispuestos en la Ley de Contratación 
Administrativa, N.° 7494. 

En consecuencia, se autoriza al Ministerio de Hacienda a suscribir los contratos 
correspondientes para este tipo de operaciones, incluyendo, entre otros, contratos de 
garantía, reembolso, contragarantías o similares, así como a dar cumplimiento a todas 
las obligaciones de pago que surjan a favor de las entidades que otorguen dichas 
garantías, ya sea en virtud de cualquiera de los contratos arriba mencionados o por 
subrogación en virtud de esta ley, siempre que dichas obligaciones de pago tengan 
términos y condiciones financieras similares a las de la respectiva emisión de valores. 
Para la suscripción de los contratos que se requieran en virtud de la activación de las 
garantías no se requerirá la aprobación legislativa. 



ARTÍCULO 12- Obligaciones para Poder Ejecutivo. 

El Poder Ejecutivo deberá dar cuenta trimestralmente a la Asamblea Legislativa y a la 
Contraloría General de la República, del avance en el cumplimiento de las disposiciones 
de la Ley N.° 9635, Ley de Fortalecimiento a las Finanzas Públicas y el cumplimiento de 
las disposiciones pendientes contenidas en los informes de la Contraloría General de la 
República relativos a la Administración Tributaria. 

Rige a partir de su publicación” 

DADO EN LA SALA DE SESIONES DEL ÁREA DE COMISIONES LEGISLATIVAS V, 

EN SAN JOSÉ, A LOS VEINTIOCHO DÍAS DEL MES DE MAYO DEL AÑO DOS MIL 

DIECINUEVE. 

Roberto Hernán Thompson Chacón    Luis Ramón Carranza Cascante 

Ana Karine Niño Gutiérrez   Daniel Isaac Ulate Valenciano 

Giovanni Alberto Gómez Obando  Erick Rodríguez Steller 

Pablo Heriberto Abarca Mora  Paola Viviana Vega Rodríguez 

Pedro Miguel Muñoz Fonseca 

DIPUTADAS Y DIPUTADOS 

1 vez.—Solicitud N° 150611.—( IN2019351314 ).



DECRETO EJECUTIVO N° 41770-MIDEPLAN-MEP 

EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA,  
EL MINISTRO DE PLANIFICACIÓN NACIONAL Y POLÍTICA ECONÓMICA A.I Y EL MINISTRO 

DE EDUCACIÓN PÚBLICA 

Con fundamento en las atribuciones  que les confieren los artículos 11 y 140 incisos 3) y 8) 
de la Constitución Política; los artículos 4, 11, 25.1 y 27.1 de la Ley N° 6227 del 2 de mayo 
de 1978, “Ley General de la Administración Pública” y sus reformas; el artículo 1° de la Ley 
N° 2166 del 9 de octubre de 1957, “Ley de Salarios de la Administración Pública”;  el artículo 
5 inciso b) de la Ley N° 8131 del 18 de setiembre de 2001 “Ley de la Administración 
Financiera de la República y Presupuestos Públicos”, los artículos 46, 56 y Transitorio XXVIII 
de la Ley N° 9635 del 3 de diciembre de 2018, “Ley Fortalecimiento de las Finanzas Públicas” 
y la Ley N° 9655 de 4 de febrero de 2019, “Reforma del inciso j) del artículo 118, Ley N°181, 
Código de Educación, de 18 de agosto de 1944; interpretación auténtica del Transitorio 
XXVIII y derogación del inciso r) del artículo 57, del título III, Capítulo VIII de la Ley N.° 9635, 
Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, de 3 de diciembre de 2018” 

CONSIDERANDO: 

I. Que el artículo 4 de la Ley N° 6227 del 2 de mayo de 1978, “Ley General de la
Administración Pública”, establece que ésta se rige por los principios generales
de servicio público, con la finalidad de “(…) asegurar su continuidad, su
eficiencia, su adaptación a todo cambio en el régimen legal o en la necesidad
social que satisfacen y la igualdad en el trato de los destinatarios, usuarios o
beneficiarios”.

II. Que el artículo 5, inciso b) de la Ley N° 8131 del 18 de setiembre de 2001 “Ley
de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos”,
dispone que: “La administración de los recursos financieros del sector público se
orientará a los intereses generales de la sociedad, atendiendo los principios de
economía, eficacia y eficiencia, con sometimiento a la ley”.

III. Que el título III de la Ley Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, Ley N° 9635
del 3 de diciembre de 2018, “Modificación de la Ley N° 2166, Ley de salarios de
la Administración Pública, de 09 de octubre de 1957”, regula lo referente al
régimen de remuneraciones y pago de incentivos salariales para los funcionarios
de la Administración Central y Descentralizada, el Poder Legislativo, el Poder
Judicial, el Tribunal Supremo de Elecciones, empresas públicas del Estado y
municipalidades.

IV. Que el transitorio XXV del Título III de la Ley N 9635 establece que el salario
total de los servidores que se encuentren activos, en las instituciones
contempladas en el artículo 26, a la entrada en vigencia de esta ley no podrá ser
disminuido y se les respetarán los derechos adquiridos que ostenten.

DECRETOS

PODER EJECUTIVO



Adicionalmente, el artículo 56 del mismo texto normativo dispone que los 
incentivos, compensaciones, topes o anualidades remuneradas a la fecha de 
entrada en vigencia de la ley serán aplicados a futuro, y no podrán aplicarse en 
forma retroactiva en perjuicio del funcionario o sus derechos patrimoniales. 

V. Que el transitorio XXVIII del Título III de la Ley N 9635 dispuso: “Los porcentajes
dispuestos en el artículo 35 no serán de aplicación para los servidores que: 1. A
la fecha de entrada en vigencia de la presente ley cuenten con un contrato de
dedicación exclusiva en vigor. 2. Presenten movimientos de personal por medio
de las figuras de ascenso, descenso, traslado, permuta o reubicación, siempre
que el servidor involucrado cuente con un contrato vigente. 3. Cuando un
contrato de dedicación exclusiva pierde vigencia durante la suspensión temporal
de la relación de empleo público, por las razones expresamente previstas en el
ordenamiento jurídico.”

VI. Que mediante el artículo 2 de la Ley N° 9655 del 4 de febrero del 2019, “Reforma
del inciso j) del artículo 118, Ley N°181, Código de Educación, de 18 de agosto de
1944; interpretación auténtica del Transitorio XXVIII y derogación del inciso r) del
artículo 57, del título III, Capítulo VIII de la Ley N° 9635, Fortalecimiento de las
Finanzas Públicas, de 3 de diciembre de 2018”, se interpretó de forma auténtica

el transitorio XXVIII del Título III de la Ley N 9635, en el sentido de que a las
personas funcionarias  del Ministerio de Educación Pública (MEP),
correspondientes al Título I y Título II  del Estatuto del Servicio Civil, “que
cumplan los requisitos para asumir un cargo en ascenso en carrera
administrativa, se les aplicarán los porcentajes vigentes a la entrada en vigor de

la Ley N 9635…”.

VII. Que la Sala Constitucional en resolución n 18735-2016 del 21 de diciembre de
2016, respecto a los alcances de la interpretación auténtica, señaló:
“(...) la norma interpretativa se ve restringida por aquella cuyo contenido está
precisando. No existiendo diferencia entre el procedimiento que se sigue
para la emisión de cualquiera de los dos tipos de normas es imposible
hablar de un vicio de tipo procedimental. La consecuencia se centra más bien en
sus efectos. Así, el resultado natural del dictado de una disposición interpretativa
es que ella se incorpora a la que interpreta, con todas sus consecuencias,
especialmente el momento a partir del cual la última adquirió vigencia (…).”

VIII. Que la exposición de motivos de proyecto de ley de interpretación auténtica del

transitorio XXVIII del Título III de la Ley N 9635 indica: “(…) Asimismo, este
proyecto de ley pretende reconocer una realidad que excepcionalmente aplica a
los docentes que logran ascender en carrera administrativa, y que por los
requisitos que la regulación prevé, asumirían por primera vez un contrato de
dedicación exclusiva, aunque tengan una amplia trayectoria profesional como
docentes. Por tanto, esta reforma pretende eliminar un desequilibrio salarial que
podría generarse con la aplicación de la norma prevista en el proyecto de
Fortalecimiento de las Finanzas Públicas.”

IX. Que al integrar lo dispuesto en el transitorio XXVIII del Título III de la Ley N 9635

con la Ley N9655, se debe entender que la norma busca establecer un especial



énfasis en clarificar que a las personas servidoras públicas del del Ministerio de 
Educación Pública (MEP), correspondientes al Título I y Título II del Estatuto del 
Servicio Civil, que cumplan con el supuesto normativo descrito en el 
considerando anterior, no les serán aplicables los porcentajes dispuestos en el 
artículo 35 de la Ley N° 2166, Ley de Salarios de la Administración Pública, 

adicionado mediante artículo 3° del Título III de la Ley N 9635. 
X. Que considerando ello, a las personas servidoras públicas del MEP que cumplan

los supuestos del transitorio XXVIII, les corresponde el reconocimiento de los
porcentajes de 20% para bachilleres y 55% para licenciados, siempre y que
cumplan con los requisitos establecidos en el artículo 31 de la Ley N°2166, Ley
de Salarios de la Administración Pública, adicionado mediante artículo 3° del

Título III de la Ley N 9635 y con los requisitos legales para un ascenso.
XI. Que adicionalmente, la ley N°9655 reforma el inciso j) del artículo 118 de la Ley

N 181 del 18 de agosto de 1944, “Código de Educación”, a efectos de disponer
la existencia de un sobresueldo de recargo por labores especiales con un tope
máximo de 50% del sueldo de categoría, según la reglamentación que al efecto
dicte el MEP.

XII. Que es menester disponer lineamientos generales para la aplicación de las
disposiciones de la Ley N° 9655, a efectos de facilitar su efectiva
implementación.

Por tanto, 

Decretan: 

REGLAMENTO A LA LEY N° 9655 DEL 4 DE FEBRERO DEL 2019 “REFORMA DEL INCISO J) 
DEL ARTÍCULO 118, LEY N° 181, CÓDIGO DE EDUCACIÓN, DE 18 DE AGOSTO DE 1944; 

INTERPRETACIÓN AUTÉNTICA DEL TRANSITORIO XXVIII Y DEROGACIÓN DEL INCISO R) 
DEL ARTÍCULO 57, DEL TÍTULO III, CAPÍTULO VIII DE LA LEY N.° 9635, FORTALECIMIENTO 

DE LAS FINANZAS PÚBLICAS, DE 3 DE DICIEMBRE DE 2018” 

Artículo 1.- Recargo. El Ministerio de Educación Pública reconocerá un sobresueldo de 
recargo por labores especiales, sin que pueda superar un 50% de sueldo de cada categoría. 

Para dichos efectos, el Ministerio de Educación Pública deberá emitir la reglamentación 
correspondiente, la cual previamente deberá ser avalada por la Dirección General del 
Servicio Civil.  

Artículo 2.- Contratos de dedicación exclusiva. De conformidad con lo dispuesto en los 
transitorios XXV y XXVIII del Título III de la Ley N° 9635, los porcentajes regulados en el 
artículo 35 de la Ley N° 2166, adicionado mediante artículo 3 de la Ley N° 9635 y el artículo 

2 de la Ley N 9655, no serán aplicables a las personas funcionarias del Ministerio de 



Educación Pública (MEP), correspondientes al Título I y Título II  del Estatuto del Servicio 
Civil, en los siguientes casos:  

a) Aquellas que previo la publicación de la Ley N° 9635, contaban con un contrato de
dedicación exclusiva.

b) Las que cumplan los requisitos para asumir un cargo en ascenso.

c) Aquellos movimientos de personal a través de las figuras de descenso, traslado,
permuta o reubicación, sea en una misma institución o entre instituciones del
Estado, siempre y cuando el funcionario cuente con un contrato de dedicación
exclusiva previo a la publicación de Ley N° 9635. Lo anterior, siempre que exista la
continuidad laboral.

d) Las prórrogas de los contratos de dedicación exclusiva de aquellos servidores que
previo a la publicación de la Ley N° 9635 suscribieron un contrato de dedicación
exclusiva, siempre y cuando la Administración acredite la necesidad de prorrogar el
contrato, de conformidad con lo señalado en el artículo 29 de la Ley N° 2166.

e) Cuando un contrato de dedicación exclusiva pierde vigencia durante la suspensión
temporal de la relación de empleo público, por las razones expresamente previstas
en el ordenamiento jurídico.

Artículo 3.- Contratos de dedicación exclusiva. Los porcentajes señalados en el artículo 35 
de la Ley N° 2166, adicionado mediante artículo 3 de la Ley N°9635, serán aplicables a las 
personas funcionarias del Ministerio de Educación Pública, correspondientes al Título I y 
Título II  del Estatuto del Servicio Civil, en los siguientes casos:  

a) Aquellas nombradas por primera vez, con posterioridad a la entrada en vigencia de
la Ley N° 9635, en un puesto en el cual cumplen con los requisitos legales y
académicos para optar por un contrato de dedicación exclusiva.

b) Las que previo a la publicación de la Ley N° 9635, no contaban con un contrato de
dedicación exclusiva, con excepción de aquellos que cumplan con los requisitos para
asumir un cargo en ascenso.

c) Las que finalizan su relación laboral y posteriormente se reincorporan a una
institución del Estado, por interrupción de la continuidad laboral.

d) Las que cuentan con un contrato de dedicación exclusiva vigente con la condición
de grado académico de Bachiller Universitario previo a la publicación de la Ley N°
9635, y proceden a modificar dicha condición con referencia al grado de Licenciatura
o superior.

En los cuatro supuestos enunciados, la Administración deberá acreditar una necesidad 
institucional para suscribir el contrato de dedicación exclusiva, en los términos establecidos 
en el Título III de la Ley N° 9635; así como verificar el cumplimiento pleno de los requisitos 
legales y académicos aplicables de conformidad con el artículo 31 de la Ley N°2166, 

adicionado mediante artículo 3° de la Ley N 9635.  



Artículo 4.- Rige.  Rige a partir de su publicación. 

Dado en la Presidencia de la República a los siete días del mes de junio del año dos mil 
diecinueve. 

CARLOS ALVARADO QUESADA 

Luis Daniel Soto Castro  
MINISTRO DE PLANIFICACIÓN NACIONAL Y POLÍTICA ECONÓMICA a.i. 

Edgar Mora Altamirano 
MINISTRO DE EDUCACIÓN PÚBLICA 

1 vez.—Solicitud N° DAJ-575-6-19.—O. C. N° 4600020607.—( D41770-IN2019352394 ).
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